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general. como se ha hecho en la Sentencia al soslayar
la normativa comunitaria.

De otra par1e, la solución alcanzada desde un examen
limitado al reparto competencial entre el Estado y la
Comunidad Autónoma se convierte en irreal al silenciar
una consecuencia que también se deriva de nuestra juris­
prudencia: que el ente al que se le atribuye la com­
petencia controvertida se halla limitado, en su ejercicio,
por la normativa comunitaria sobre etiquetado y las con­
cretas soluciones en ella previstas respecto a la lengua.
De suerte que si el Derecho comunitario no autoriza
a un Estado miembro pará sustitLJir la norma establecida
en la Directiva 79/112/CEE por una norma más severa
y, asimismo, el empleo de una lengua determinada para
el etiquetaje de los productos alimenticios, aun cuando
no se excluya la utilización simultánea de otras lenguas,
es más estricta que la de emplear una lengua fácilmente
inteligible, como ha previsto dicha norma comunitaria
(pronunciamientos de la Sentencia del Tribunal de Jus­
ticia de las Comunidades Europeas de 12 de octubre
de 1995, antes indicada). de ello resulta claramente que
en el presente caso existía un conflicto entre las pre­
visiones de la norma española de transposición de la
Directiva comunitaria y esta última. Conflicto que aun
cuando el Tribunal Constitucional no esté llamado a resol­
verlo, al menos, a mi entender, no podía ignorar.

Madrid, a veintitrés de septiembre de mil novecientos
noventa y seis.-Julio Diego González Campos.-Firmado
y rubricado.

23120 Sala Primera. Sentencia 148/1996, de 25 de
septiembre de 1996. Recurso de amparo
3.989/1994. Contra Sentencia de la Audien­
ciaProvincial de Las Palmas en procedimiento
abreviado seguido por delito de robo. Vulne­
ración del derecho a la presunción de ino­
cencia: ausencia de prueba de cargo.

La Sala Primera del Tribunal ConstitLJcional compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Beteijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.989/94, promovido
por doña María Antonia Peña Alemán, representada por
la Procuradora de los TribLJnales doña Laura Baude Gon­
zález, y asistida de la Letrada doña María del Carmen
Calcines Piñero, contra la Sentencia de la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Las Palmas, de 14 de julio
de 1994, en el procedimiento abrevíado núm. 477/92,
seguido por delito de robo. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Jimé­
nez de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito remitido por correo certificado
a este Tribunal el 10 de diciembre de 1994, la Pro­
curadora de los Tribunales doña Laura Baude González
interpone, en nombre y representación de doña María
Antonia Peña Alemán, recurso de amparo contra la Sen-

tencia de la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Las Palmas de Gran Canaria de 14 de julio de 1994,
que confirmaba en apelación la Sentencia del Juzgado
de lo Penal núm. 1 de esa misma ciudad de 10 de mayo
de 1994.

2. El recurso se basa en los hechos siguientes:

a) Con fecha 10 de mayo de 1994, el Juzgado de
lo Penal núm. 1 de Las Palmas de Gran Canaria dictó
Sentencia, en el procedimiento abreviado núm. 477/92,
en la que condenó a la hoy recurrente en amparo, como
autora responsable de un delito de robo de los arts.
500 y 501.5 del Código Penal. a la pena de cinco años
de prisión menor, accesorias y costas.

b) Interpuesto recurso de apelación contra la reso­
lución anterior, fue desestimado por la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Las Palmas mediante Sen­
tencia de 14 de julio de 1994.

3. La representación procesal de la actora estima
que las Sentencias recurridas han vulnerado su derecho
a la presunción de inocencia, reconocido en el arto 24.2
C.E.

Alega al respecto, que no ha existido prueba de cargo
bastante para entender enervada dicha presunción cons­
titucional. A su juicio, la incomparecencia de los dos
testigos de cargo y el hecho de que las declaraciones
sLJmariales de ambos no fueran sometidas a los prin­
cipios de contradicción e inmediación, han vaciado de
contenido la acusación.

La constancia en las actuaciones sumariales de la
identificación de la actora en rueda de reconocimiento,
no puede servir de base suficiente para la condena. Y
menos aún cuando ni siquiera fue reproducida tal decla­
ración en la vista oral, ni, en consecuencia, sometida
a un debate contradictorio.

En consecuencia, se solicita a este Tribunal que otor­
gue el amparo y declare la nulidad de las resoluciones
judiciales impugnadas.

4. Por providencia de 16 de enero de 1995, la Sec­
ción Segunda acordó conceder un plazo de diez días
a la representación procesal de la actora para que apor­
tara certificacióh acreditativa de la fecha de notificación
de la resolución recurrida, a afectos del cómputo del
plazo establecido en el art. 44.2 LOTC.

5. Con fecha 30 de enero de 1995 se registra el
escrito de la Procuradora señora Baude, al que adjunta
certificación de la fecha de notificación al Procurador
señor de León.

6. Por providencia de 6 de febrero de 1995, la Sec­
ción acordó conceder un nuevo plazo de diez días, toda
vez que la copia de la Sentencia presentada no sirve
para aclarar la fecha en que el señor León tuvo· cono­
cimiento de la misma.

7. Por providencia de 6 de marzo de 1995, la Sec­
ción concede su último plazo de diez días para que se
presente la certificación pedida.

8. Con fecha 23 de marzo de 1995 se registra el
escrito, presentado el día 17 anterior en el Juzgado de
Guardia, de la Procuradora señora Baude acompañando
nueva certificación de la Audiencia Provincial

9. Por providencia de 18 de mayo de 1995, la Sec­
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo
formulada por doña María Antonia Peña Alemán, «sin
perjuicio de lo que resulte de los antecedentes». Y, a
tenor de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC requerir
al Juzgado de lo Penal núm. 1 de Las Palmas de Gran
Canaria y a la Audiencia Provincial de dicha capital, para
que en el plazo de diez días remitieran, respectivamente,
testimonio del procedimiento abreviado núm. 477/92
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y del rollo de apelación núm. 112/94, interesándose
al propio tiempo se emplazara a quienes fueron parte
en el mencionado procedimiento, con excepción de la
recurrente en amparo. que aparece ya personada. para
que en el plazo de diez días pudieran comparecer en
este proceso constitucional, con traslado a dicho efectos
de copia de la demanda presentada.

10. Por providencia de 23 de octubre de 1995. la
Sección acordó tener por recibidos los testimonios de
las actuaciones remitidos por la Audiencia Provincial de
Las Palmas y el Juzgado de lo Penal núm. 1 de dicha
capital. Asimismo. a tenor de lo dispuesto en el art. 52
de la LOTC dar vista de todas las actuaciones, por un
plazo común de veinte días. al Ministerio Fiscal y a la
solicitante del amparo para que dentro de dicho término
pudieran presentar las alegaciones que estimaran per­
tinentes.

11. Dicho trámite fue evacuado por la representa­
ción de la actora mediante escrito registrado el 8 de
noviembre de 1994, en el que reiteraba las alegaciones
formuladas en su escrito inicial demandando el amparo.

12. Por su parte, el Fiscal ante el Tribunal Cons­
titucional. en su escrito registrado el día 21 de noviembre
de 1995, interesa la estimación del amparo solicitado
por entender que las resoluciones judiciales recurridas
han vulnerado el art. 24.2 CE

A juicio del Ministerio Fiscal. las declaraciones suma­
riales incriminatorias contra la actora y la identificación
en rueda de detenidos, no pueden servir de cargo ante
la incomparecencia de los testigos. Sus declaraciones
sumariales debieron ser objeto de lectura. a fin de pro­
ducir en el plenario un debate público y contradictorio
respecto de ellas; no se hizo así, y tan grave defecto
no puede salvarse con la mera referencia de dar por
reproducida la prueba documental. fómula ya rechazada
en tales términos por el Tribunal Constitucional
(STC 22/1988).

En definitiva. concluye el Ministerio Público, como
quiera que las Sentencias impugnadas no aportan más
pruebas. concurre la vulneración del art. 24.2 C.E.

13. Por providencia de 24 de septiembre de 1996
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 25 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

Único. Aduce la recurrente que la condena que le
fue impuesta por un delito de robo con intimidación care­
ció de fundamento probatorio, toda vez que los testigos
no comparecieron en el acto del jui((io oral para ratificar
la identificación realizada en una dHigencia de recono­
cimiento en rueda. Por consiguiente, basta con reiterar
aquí la doctrina ya sentada en anteriores resoluciones,
a cuyo tenor la constancia en el sumario de haberse
practicado una identificación de la actora por una dili­
gencia de reconocimiento en rueda, si bien constituye
medio de prueba idóneo para precisar con exactitud la
persona frente a la que se realizan determinadas impu­
taciones, no es. sin embargo. suficiente para desvirtuar
la presunción de inocencia de que goza la identificada
de este modo, sino que, para que así fuere, «será nece­
sario que aparte de la identificación y determinación del
inculpado. se aporten medios de prueba que, referentes
a los hechos y actividades que se le imputan. se pro­
duzcan con las necesarias garantías de inmediación y
contradicción en la vista oral. pues el juicio lógicamente
no versa sobre la identificación del inculpado como obje­
to de la acusación sino sobre su culpabilidad o ino­
cencia».

No constando que se hubiera practicado en el juicio
oral actividad probatoria de cargo de clase alguna en
relación con el delito de robo enjuiciado. ya que no con­
currieron los testigos, y la acusada negó en todo momen­
to su participación en el hecho criminal. debe concluirse,
conforme a nuestra jurisprudencia en casos análogos
(SSTC 10/1992, 282/1994, 283/1994 y 103/1995.
entre las más recientes), que la condena recaída se basó
exclusivamente en la identificación que de la recurrente
se hizo en la rueda de reconocimiento y no, como es
exigible. en una ratificación por los testigos en el acto
del juicio oral de las declaraciones prestadas en fase
sumarial.

En consecuencia, la incomparecencia de esos dos
testigos en el acto del juicio oral. la decisión judicial
de no suspender la vista por este motivo y la circuns­
tancia de dar por reproducida la prueba documental.
no ¡;ólo impidió a la solicitante de amparo ejercer su
derecho a la defensa contradictoria a través del oportuno
interrogatorio de tales testigos, sino que generó una vul­
neración de su derecho a la presunción de inocencia
al ser condenada como autora de un delito de robo res­
pecto del que no se había practicado prueba de cargo
alguna en '61 acto del juicio oral.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por doña
María Antonia Peña Alemán y. en su virtud:

1.0 Reconocer su derecho fundamental a la presun­
ción de inocencia.

2.0 Anular la Sentencia del Juzgado de lo Penal
núm. 1 de Las Palmas de Gran Canaria de 10 de mayo
de 1994. así como la de la Sección Cuarta de la Audien­
cia Provincial de Las Palmas de Gran Canaria de 14
de julio de 1994.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Madrid, a veinticinco de septiembre de mil novecien­
tos noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Ehrique Ruiz Vadi­
II0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pablo García
Manzano.-Firmado y rubricado.

23121 CORRECCiÓN de errores en el texto del suma­
rio de la Sentencia núm. 87/1996. de 21 de
mayo de 1996, del Tribunal Constitucional,
publicada en el suplemento al "Boletín Oficial
del Estado" núm. 150, de 2 1 de junio de
1996.

Advertidos errores en el texto del sumario de la Sen­
tencia núm. 87, de 21 de mayo de 1996. del Tribunal
Constitucional. publicada en el suplemento al "Boletín
Oficial del Estado» núm. 150. de 21 de junio de 1996,
se transcriben a continuación las oportunas correc­
ciones:

En la página 2, primera columna. octavo párrafo.
línea 7. donde dice: "de trabajo. Vulneración del dere­
cho», debe decir: "de trabajo. Supuesta vulneración del
derecho».


